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Resumen 

Este informe tiene como propósito principal medir los avances del Gobierno de Colombia en la implementación de la Convención de Belém do Pará en el periodo 2005-2010, identificar los avances, los vacíos y los obstáculos existentes, presentar conclusiones y recomendaciones. El Informe se ha preparado teniendo en cuenta las respuestas del Estado de Colombia al Cuestionario de la Segunda ronda del MESECVI, en 2010. Se consultaron, también, los Informes Sombra presentados al Comité de Derechos Humanos que vigila el cumplimiento del Pacto de Derechos Civiles y Políticos
, de la CEDAW
 y el Informe Visita de Seguimiento al Cumplimiento de las Recomendaciones del MESECVI para Colombia de abril de 2011.

El Gobierno de Colombia presentó un informe de 116 páginas y 23 anexos, con vasta información sobre violencia contra la mujer, especialmente en el área de violencia familiar. El Informe, de acuerdo con el cuestionario enviado por MESECVI, presenta informaciones sobre legislación, planes nacionales, acceso a la justicia, presupuesto e informaciones y estadísticas.

Como se destacó en el Informe anterior del MESECVI, los desafíos que enfrenta el Estado Colombiano son más severos que los de otros países de la región, debido al conflicto armado que desde hace décadas padece el país y que afecta gravemente a la población civil, especialmente a pueblos indígenas, población afro descendiente y rural. Las mujeres y niñas padecen de manera particular esta violencia. El conflicto armado influye sobre las relaciones sociales y agrava especialmente la calidad de vida de las mujeres. 

1. Avances registrados en el país

Entre los avances observados en este período 2005-2010 se puede mencionar la aprobación, en 2008, de una legislación de violencia contra la mujer, incluyendo todas las formas de violencia, de acuerdo con la Convención de Belém do Pará. En el área legislativa, también en el Código Penal se tipificó como delito el acoso sexual. El texto constitucional acepta los tratados y convenios internacionales de derechos humanos y considera que estos tienen una jerarquía normativa equivalente a la de las normas constitucionales. Se observan otros avances con las diversas decisiones de la Corte Constitucional de Justicia, entre ellas la decisión de ampliación de los supuestos legales para la interrupción voluntaria del embrazo y el reconocimiento del delito de violencia sexual entre cónyuges como tipo penal. También son avances la existencia de planes de acción y de programas tendientes a sancionar y erradicar la violencia contra la mujer, como el Plan Estratégico para la Defensa de los Derechos de la Mujer ante la Justicia en Colombia. Se avanzó en la producción de datos estadísticos sobre violencia contra las mujeres, en especial los datos del Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencia Forense – INMLCF, conforme se presentan en los anexos del Informe del Gobierno de Colombia. Destaca, además, la preocupación con acciones orientadas al monitoreo de la violencia contra la mujer como el Observatorio de Género, el Programa de Democracia Familiar, Metodologías y Protocolos y el Programa Mujeres Constructoras de Paz y Desarrollo.

2. Obstáculos enfrentados

Persisten problemas graves como los resaltados por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en su Informe sobre el período comprendido entre 2001 y 2010
. Esa Comisión revela la “persistencia de situaciones coyunturales o estructurales que por diversas razones afectan seria y gravemente el goce y ejercicio de los derechos fundamentales consagrados en la Convención Americana sobre Derechos Humanos”. 

Específicamente en relación a las mujeres, el Informe Sombra de 2010
 señala que “…en el panorama general de la violencia sociopolítica letal son preocupantes dos tendencias. De una parte, la persistencia de un número significativo de eventos de intolerancia social y violencia doméstica en el que pierden la vida mujeres, que reflejan pautas extremas de discriminación y, por tanto, constituirían femicidios. De otra, el incremento progresivo del número de mujeres asesinadas que ejercían su derecho a la participación social y política, como líderes de organizaciones de mujeres, de defensa y promoción de los derechos humanos, u organizaciones mixtas, como ocurre en el caso de las mujeres sindicalizadas.
Mismo considerando el avance legislativo, la Ley de Violencia contra la Mujer de carácter civil, reserva la respuesta penal a los códigos Penal y Procesal Penal. Además, se identifican obstáculos en lo que se refiere al acceso de las mujeres a la justicia para sancionar a los agresores y obtener la reparación. 

Otro obstáculo que presenta el acceso a la justicia, es la interpretación errónea de la ley de violencia contra las mujeres, convirtiendo el maltrato en una contravención querellable que requiere el impulso de la víctima y la utilización de mecanismos de conciliación como requisito para la tramitación de los casos en la justicia, como en la Ley anterior a 2008, lo que amplía el grado de impunidad de los agresores. 

Otro obstáculo se refieren a la no autonomía administrativa y financiera del mecanismo de género - la Consejería Presidencial para la Equidad de la Mujer - CPEM; el escaso presupuesto para las acciones orientadas a sancionar, prevenir y erradicar la violencia contra las mujeres y también para la atención a las mujeres víctimas de las diversas formas de violencia. El Gobierno de Colombia informa, aún, que la legislación y normas administrativas no están traducidas en el idioma de las poblaciones indígenas. Se observan además escasa información sobre las mujeres rurales, indígenas, afrodescendientes y desplazadas, y la concentración de acciones en las áreas urbanas, en especial en la capital del país.

3. Evaluación del Cuestionario enviado al Gobierno de Colombia 

I - Legislación 

El Estado de Colombia en su marco legislativo actual contempla la Convención de Belém do Pará para la sanción, prevención y erradicación de la violencia contra las mujeres, sea cometida por familiares, personas privadas y agentes del Estado. La Constitución de Colombia reconoce los tratados y convenciones internacionales de derechos humanos en su orden interno.

La Corte Constitucional de Justicia considera que la violencia sexual en el matrimonio es sancionada con penas de prisión, tipificadas en el artículo 205 del Código Penal y protege a la cónyuge, a la mujer que cohabita o ha cohabitado, o la persona con quien se ha procreado un hijo, agravando de un tercio a la mitad la pena sobre acceso carnal violento, que usualmente va de 10 a 22 años.
En 2008 se dio un avance importante con la aprobación de la Ley 1257 “por la cual se dictan normas de sensibilización, prevención y sanción de formas de violencia y discriminación contra las mujeres, se reforman los Códigos Penal, de Procedimiento Penal, la Ley 294 de 1996 y se dictan otras disposiciones”
. 

El Gobierno de Colombia manifiesta en su Informe que la aprobación de esa Ley que trata de todas las formas de violencia contra las mujeres indica su atención a “ … la recomendación 4 (Rec4) del Informe Hemisférico e indicador 1.1.a del documento de Indicadores para Seguimiento de las Recomendaciones del CEVI”
.  La Ley 1257 representa un significativo avance en relación a la Ley 294, de 1996, de violencia intrafamiliar en general. Esa Ley 1257/2008 presenta en su artículo 2 la definición de violencia contra la mujer de acuerdo con la Convención de Belém do Pará. 


El Gobierno de Colombia informa también de la existencia de otras disposiciones civiles, penales y administrativas específicas para el enfrentamiento de la violencia contra la mujer.

De entre las leyes específicas se destacan: la Ley 1015, de 2006, que contiene como conductas autónomas la violencia física hacia la mujer y la Ley 1010, de 2006, que regula y sanciona conductas constitutivas de acoso laboral, entre las cuales se encuentra el acoso sexual. En caso del delito de homicidio, el Código Penal incorpora como agravante “el que mate a una mujer por el hecho de ser mujer”. 

Otro avance importante se refiere a la ampliación de los permisivos para la interrupción voluntaria del embarazo, prevista en Sentencia Judicial C-355 de 2006, en cuya decisión específicamente establece: (...) Declarar EXEQUIBLE el artículo 122 de la Ley 599 de 2000, en el entendido que no se incurre en delito de aborto, cuando con la voluntad de la mujer, la interrupción del embarazo se produzca en los siguientes casos: (i) Cuando la continuación del embarazo constituya peligro para la vida o la salud de la mujer, certificada por un médico; (ii) Cuando exista grave malformación del feto que haga inviable su vida, certificada por un médico; y, (iii) Cuando el embarazo sea el resultado de una conducta, debidamente denunciada, constitutiva de acceso carnal o acto sexual sin consentimiento, abusivo o de inseminación artificial o transferencia de óvulo fecundado no consentidas , o de incesto
. Tal disposición coloca a Colombia al frente de otros países miembros de la OEA que penalizan fuertemente el aborto voluntario.

Existen disposiciones administrativas que incorporan la anticoncepción de emergencia en el Plan Obligatorio de Salud. 

No obstante, esas disposiciones están destinadas para permitir la contracepción de emergencia  una sola vez o solo un uso ocasional. En términos de norma administrativas, el Informe del Gobierno indica que existe una Guía para la atención de la mujer y menor maltratados, de 2000, que garantiza asistencia y tratamiento integral de la violencia sexual. No obstante, obsérvese que en Colombia no existe una legislación específica y solamente disposiciones jurisprudenciales y administrativas para sancionar los funcionarios/as que impiden atender adecuadamente la salud sexual y reproductiva de las mujeres.
El Código Penal tiene disposiciones referentes a la trata de personas; inducción a la prostitución; constreñimiento a la prostitución; prostitución forzada o esclavitud sexual. Otras disposiciones tratan del tipo penal de inducción a la prostitución. 

De entre las leyes generales, además del Código Penal, se destacan la Ley 985 de 2005, contra la trata de personas y con normas para la atención y protección de las víctimas de la misma; la Ley 1329, de 2009, con disposiciones para contrarrestar la explotación sexual comercial de niños, niñas y adolescentes. El  Código Penal Colombiano, Ley 599, de 2009, tipifica los “Delitos contra la vida y la integridad; delitos contra personas y bienes protegidos por el Derecho Internacional Humanitario; delitos contra la libertad individual y otras garantías (desaparición forzada; detención arbitraria; secuestro; entre otros); delitos contra la libertad, integridad y formación; delitos contra la familia (Violencia Intrafamiliar, incesto, adopción irregular); delitos contra el patrimonio económico”.

En la legislación genérica existen disposiciones que contemplan hombres y mujeres: la Ley 1257 de 2008, que adiciona al Código Penal Colombiano el delito de Acoso Sexual manifiesto en relaciones de autoridad o de poder, edad, sexo, posición laboral, social, familiar o económica, con fines sexuales no consentidos. Estas disposiciones, por tener un agresor indeterminado, pueden ser aplicadas en cualquier ámbito. El acoso laboral también existe en la Ley 1010 de 2006, por medio de la cual se adoptan medidas para prevenir, corregir y sancionar el acoso laboral y otros hostigamientos en el marco de las relaciones de trabajo.

La Ley 397, de 1997, adopta medidas para la prevención del desplazamiento forzado, la atención, protección, consolidación y estabilización socioeconómica de los desplazados internos por la violencia. 

La Ley 734 de 2002, denominada – Código Único Disciplinario, contempla los delitos de abuso de autoridad contra cualquier persona, cuyo sujeto activo es un servidor público. Norma de carácter administrativo, la Circular Permanente No. 630134/2009 del Ejercito Nacional incorpora directrices sobre “Políticas de mando sobre observancia y respeto a los derechos humanos de las mujeres”. 
Las formas de reparación para las víctimas están previstas en el Contencioso Administrativo que contempla las acciones administrativas que el particular, hombre o mujer, puede interponer ante la Jurisdicción contenciosa administrativa cuando el Estado Colombiano ha incurrido por acción/u omisión en perjuicio de sus derechos. También las Ley 985 de 2005, que contempla medidas para la protección y asistencia a las víctimas de trata de personas, y la Ley 1257, de 2008, sobre violencia contra la mujer, prevén el derecho de reparación. Existen medidas de reparación creadas en el programa de Reparación Individual por vía Administrativa para las víctimas de los grupos armados organizados al margen de ley, por el Decreto 1290 de 2008.

De entre las disposiciones legislativas generales también se encuentran la Ley 800, de 2003, que aprobó la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional (Convención de Palermo) y su Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas, especialmente en Mujeres y Niños y la Ley 985 de 2005.

Respecto a los delitos relacionados a la violencia sexual y otras formas de violencia sexual, el que sujeto activo de violencia sexual puede ser cualquier persona en los ámbitos privado o público. La legislación penal incorporó, por medio de la Ley 1257 de 2008, una causal de agravación específica a la pena punitiva cuando la conducta es cometida sobre un pariente, sobre cónyuge o compañera o compañero permanente (unión libre), considerando que “Para los efectos previstos en este artículo, la afinidad será derivada de cualquier forma de matrimonio o de unión libre. 

En relación al uso de métodos de conciliación, mediación o cualquier otro que busque la solución extrajudicial de la violencia contra las mujeres, niñas y adolescentes, el Informe del gobierno de Colombia informa que “la violencia intrafamiliar es un delito que se conoce de oficio y por tanto cualquier persona lo puede denunciar y la víctima no esta obligada ni a conciliar, ni a asistir a la audiencia de conciliación”.  Además, dice que el delito de violencia intrafamiliar no puede considerarse querellable y que  no se aplica el requisito de procedibilidad de la conciliación.  Por tanto, existe “una obligación en cabeza de la Fiscalía General de la Nación de iniciar de oficio una investigación, cuando tenga conocimiento de los hechos que presuntamente configuran ese delito
”. 

No obstante, el mismo Informe destaca que un obstáculo importante para la eficacia de esa Ley consiste en “(…) la necesidad de agotar una conciliación frente a este delito, dado que la ley 575 de 2000, en principio insta a los/as Comisarios/as a una conciliación antes y durante sus audiencias en los casos de violencia intrafamiliar. Así, el artículo 8º de la ley 575, el cual modifica el artículo 14 de la ley 294 de 1996, afirma lo siguiente: “Antes de la audiencia y durante la misma, el Comisario o el Juez, según el caso, deberá procurar por todos los medios legales a su alcance, fórmulas de solución al conflicto intrafamiliar entre el agresor y la víctima, a fin de garantizar la unidad y la armonía de la familia, y especialmente que el agresor enmiende su comportamiento. En todos los casos, propiciará el acercamiento y el diálogo directo entre las partes para el logro de acuerdo sobre paz y la convivencia en familia. En la misma audiencia decretará y practicará las pruebas que soliciten las partes y las que de oficio estime conducentes”
. 
En oposición a ese entendimiento, la Corte Constitucional afirmó que el delito de violencia intrafamiliar se puede investigar de oficio (luego no es un delito querellable), pero admitiría, en ciertas circunstancias, la posibilidad de una conciliación, dentro del proceso penal.

En relación a los Delitos de violencia contra las mujeres proveniente desde el Estado, el Informe del Gobierno informa que el Código Penal incorpora un acápite especial sobre “…los delitos contra personas y bienes protegidos por el Derecho Internacional Humanitario”. En ese acápite especial se encuentran disposiciones sobre violencia sexual como el acceso carnal violento; acto sexual violento en persona protegida; prostitución forzada o esclavitud sexual, entre otros. A estos delitos autónomos se le aplican las causales de agravación punitiva cuando el responsable tuviere cualquier carácter, posición o cargo que le de particular autoridad sobre la víctima o la impulse a depositar en él su confianza. Es una disposición genérica para hombres y mujeres. 

La eficacia de esa legislación, no obstante, se contrasta con los datos de gubernamentales
 y los informes de instituciones de la sociedad civil.
 

Los datos gubernamentales indican un aumento promedio de 6.9% de víctimas femeninas, en el periodo 2005-2008.

Otros datos indican la persistencia  de altas tasas de femicidio, como los asesinatos de mujeres en eventos de intolerancia social y violencia doméstica y asesinatos de mujeres sindicalizadas. Recordando los datos del Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses (INMLCF), fuente gubernamental, el Informe Sombra
 señala que “…durante el período comprendido entre 2006 y 2009, fueron asesinadas 5.092 mujeres, que representaron el 7,77% de todas las personas (66.559) víctimas de violencia homicida. (…)  Las posibles causas de los asesinatos indican en el 28,6% de eses casos  representan mujeres que murieron a consecuencia de “violencia interpersonal” y 32,9% de mujeres que murieron a consecuencia de la violencia sociopolítica
 .  Ese Informe también reconoce que “La desaparición forzada ha sido una práctica recurrente en Colombia, y su carácter sistemático y generalizado es evidente
. 
El Informe del Gobierno de Colombia y sus anexos informan sobre un conjunto de campañas nacionales de divulgación sobre los derechos de las mujeres elaboradas en las Estrategia de Comunicación de la CPEM y otros órganos del gobierno y que, con los medios masivos de comunicación, ha puesto al aire campañas que sensibilizan sobre la violencia intrafamiliar, sexual y estereotipos sexistas, trata de personas, derechos sexuales, mecanismos de acceso a micro-créditos, y a la capacitación a las autoridades del Estado encargadas de atender de manera integral a las mujeres víctimas de violencia y discriminación.

Pero el Informe Sombra
 relata tendencias preocupantes en relación con las mujeres e informa que “En el panorama general de la violencia sociopolítica letal son preocupantes dos tendencias. De una parte, la persistencia de un número significativo de eventos de intolerancia social y violencia doméstica en el que pierden la vida mujeres, que reflejan pautas extremas de discriminación y, por tanto, constituirían femicidios. De otra, el incremento progresivo del número de mujeres asesinadas que ejercían su derecho a la participación social y política, como líderes de organizaciones de mujeres, de defensa y promoción de los derechos humanos, u organizaciones mixtas, como ocurre en el caso de las mujeres sindicalizadas. En relación a los asesinatos de mujeres en eventos de intolerancia social y violencia doméstica (femicidios) presenta datos para el periodo entre enero y octubre de 2008, en Medellín (Antioquia), en que fueron asesinadas 71 mujeres
. Con base en la información disponible sobre los casos correspondientes a 2009, el INMLCF estableció que 62 asesinatos podrían considerarse femicidios: 43 fueron perpetrados por la pareja o ex pareja de la víctima (28 ocurridos en la vivienda de la víctima); 7 por otro familiar de la víctima (en tres casos la víctima fue una niña); y 12 por otros conocidos
. También se reportan asesinatos de mujeres sindicalizadas. Durante el período comprendido entre el 1º de enero de 1986 y el 7 de agosto de 2009, fueron asesinadas 256 mujeres trabajadoras sindicalizadas, de las cuales 166 (64,84%) pertenecían a sindicatos afiliados a la Federación Colombiana de Educadores
 (FECODE). La gran participación de las mujeres en el sector docente y la actividad sindical asociada a esa profesión, especialmente en las zonas rurales, se ha convertido en blanco de todos los actores armados
.
El Informe de Visita
 presenta otros obstáculos que indican la existencia puramente formal de la Ley de violencia contra la mujer y, en la práctica, la persistencia de los mecanismos de conciliación que amplían la impunidad de los agresores y tornan a las mujeres más vulnerables. Además se observa problemas en relación a la falta de implementación de las leyes, en especial de la Ley 1257; de la aplicación de sentencias, especialmente el Auto 092, de 2008, emitido por la Corte Constitucional de Colombia para garantizar la protección de los derechos de las mujeres víctimas de desplazamiento forzado, y de cumplimento de Medidas Cautelares dictadas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos para la protección de mujeres desplazadas forzadamente. 

También se observan dificultades para la implementación de la Sentencia de la Corte Constitucional (Sentencia Judicial C-355 de 2006) que habilita el derecho de las mujeres a tres tipos de aborto: en cado de peligro para la vida o la salud de la mujer; de malformación del feto que haga inviable su vida y cuando el embarazo sea resultado de una conducta constitutiva de acceso carnal o acto sexual sin consentimiento, abusivo o de inseminación artificial o transferencia de óvulo fecundado no consentidas, o de incesto. 
II - Planes Nacionales

La Consejería Presidencial para la Equidad de la Mujer -CPEM, es el mecanismo nacional para el adelanto de la mujer. El Informe de Colombia informa que la CPEM desarrolla un bloque de acciones integradas en alianza con la cooperación internacional, entidades públicas, empresas privadas y medios de comunicación para prevenir, erradicar y sancionar la Violencia Contra las Mujeres. La CPEM creó la estrategia “Rutas por la No Violencia”, que comprende un conjunto de acciones, entre los que merece destacarse la estrategia “Democracia Familiar”. También se han realizado campañas radiales y televisivas por las más importantes cadenas. 

También se destaca, en fase de elaboración, el Programa Integral contra la Violencia Basada en Género – MDGF que ha dado elementos para la construcción de un plan de acción que incluirá los componentes de: prevención; detección y denuncia; protección; estabilización y atención; sanción e investigación, inclusive respecto a trata de personas. El Informe añade que este proceso será participativo y en él se “incluirán entidades del Estado, organizaciones de la sociedad civil, colectivos de mujeres y otros actores sociales y estratégicos que conformarán equipos multidisciplinarios e interinstitucionales, y también con el Parlamento, para dar respuesta a la problemática de la VCM en Colombia”. 

Es positiva la propuesta de CPEM de desarrollar su bloque de acciones con una perspectiva multisectorial que incluye la participación de otros órganos gubernamentales, de las áreas de salud, educación, justicia, trabajo, entre otros. 

No obstante, las articulaciones del CPEM se realizan con baja participación de los movimientos y organizaciones no gubernamentales
, como se señala en el Informe Sombra enviado para la CEDAW, en 2007. Ese mismo Informe Sombra consideró que “las políticas dirigidas a las mujeres son muchas de ellas “de corte asistencial y/o centrada en la familia y profundizando la reproducción de roles tradicionales”
.

Se observa una iniciativa importante con la creación, en 2006, del Observatorio de Asuntos de Género-OAG, a través de la CPEM, que ha utilizado la Convención de Belém do Pará para definir los indicadores de seguimiento a las violencias contra la mujer en Colombia. El Informe de Colombia informa que, por iniciativa del Gobierno, se creó la Red de Ministras de la Mujer del Área Andina – REMMA, integrada por las representantes de los mecanismos nacionales de la mujer de Colombia, Perú, Ecuador, Bolivia, Venezuela y Chile. México es parte, como país observador”. 

No obstante la importancia de la creación del Observatorio de Asuntos de Género, no se presentan informaciones sobre los impactos de esa política para el adelanto de las mujeres en las áreas indicadas en el Informe. Además, en el Informe Sombra enviado a CEDAW, las organizaciones de mujeres colombianas informan que aún son muy fuertes las discriminaciones contra las lesbianas y transexuales en el país
. El Gobierno de Colombia señala que la CPEM “incentiva el dialogo y la participación de las mujeres y de los colectivos de mujeres de todo el país”. No obstante, el Informe Alternativo enviado a CEDAW en 2007, afirma que las organizaciones de mujeres consideran esa articulación con los movimientos y ONGs muy débil. 

El Gobierno de Colombia reporta también un conjunto de programas de capacitación de entre ellos: el programa para médicos forenses y odontólogos forenses sobre atención de la violencia basada en género con énfasis en mujeres en situación de desplazamiento por causa del conflicto armado; el Programa de la Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación, para grupos de mujeres víctimas de la violencia perpetrada por grupos armados ilegales y a funcionarios y funcionaras que intervienes en el proceso de justicia y paz. También, según el Informe de Colombia, en 2009, han sido capacitado oficiales, suboficiales, soldados y civiles por las Escuelas y Centros de Instrucción y Entrenamiento de las Fuerzas Militares de Colombia. El Informe no presenta informaciones sobre el impacto de esas acciones en las personas capacitadas.

No obstante, de acuerdo con el Informe Sombra de 2010, “los organismos internacionales de protección de los derechos humanos reiteradamente han reparado en la inexistencia de cifras confiables sobre la práctica de tortura. En sus últimos informes, la ACNUDH reiteró que el país “sigue sin contar con una fuente confiable de cifras oficiales sobre tortura y tratos crueles, inhumanos y degradantes” y que “los datos existentes no parecen reflejar ni la magnitud del problema ni su real impacto”
. 
A pesar de ese esfuerzo de capacitación, incluso de militares, el Informe Sombra, de 2010, presenta datos del INMLCF que indican que parte considerable de los casos de violencia sexual fueron practicados por miembros de la Fuerza Pública
. 

El Informe Sombra de 2010, destacó también la Recomendación previa del Comité del Pacto de Derechos Civiles y Políticos, que reiteró “su inquietud por los altos niveles de violencia a los cuales están sujetas las mujeres. En particular, preocupa al Comité el número reducido de investigaciones por los hechos de violencia doméstica y de violencia sexual experimentado por mujeres durante el conflicto armado interno, así como por mujeres desplazadas internamente. Igualmente preocupa al Comité las actuales normas de procesamiento por violaciones sexuales que requieren el consentimiento de la víctima para la continuación de las medidas existentes para la protección de las mujeres contra todo tipo de violencia, en particular la violencia doméstica. Asimismo, se recomienda al Estado Parte que haga un seguimiento periódico del número de investigaciones y de inculpaciones efectuadas por estos tipos de delitos comparado con el número de denuncias recibidas. El Estado Parte también debería revisar su legislación sobre las investigaciones por violaciones sexuales con respecto al rol de consentimiento de la víctima en el proceso (artículos 3, 7 y 26)”

III - Acceso a la Justicia

La ley 1257 de 2008 estableció en su Artículo 8 el derecho de “Toda víctima de alguna de las formas de violencia previstas en la presente ley, de recibir orientación, asesoramiento jurídico y asistencia técnica legal con carácter gratuito, inmediato y especializado desde el momento en que el hecho constitutivo de violencia se ponga en conocimiento de la autoridad”. El Informe de Colombia afirma que, entre las dificultades que se han visibilizado en este proceso, es que en la actualidad, la defensoría pública, en el marco de la Defensoría del Pueblo, “ha estado enfocada y ha sido concebida siempre como la defensa del sindicado. Adicionalmente, no existen dentro de la planta de defensores públicos personas con dedicación exclusiva a la representación de las víctimas. En teoría ejercer ambas funciones puede resultar conflictivo, máxime cuando la que resulta ser una nueva función es la de la representación de las víctimas”.
El acceso a la justicia, incluso en los casos de violencia familiar se torna más difícil en situaciones de conflicto armado. El Informe Sombra de 2010 presenta informaciones de la Defensoría del Pueblo que permiten afirmar que el conflicto armado agudiza la violencia intrafamiliar: “La violencia intrafamiliar se exacerba como consecuencia del conflicto armado, prueba de ello lo constituye el 44.3% de mujeres desplazadas por el conflicto armado que manifestaron haber sido víctimas de violencia física por parte del esposo o compañero (Encuesta Nacional de Demografía y Salud Profamilia 2005). Adicionalmente el porcentaje de mujeres desplazadas por el conflicto armado que experimentaron algún tipo de violencia física durante el embarazo es del 18.5%”
.

El Informe Visita de 2011 observa que no se está empleando la debida diligencia en la prevención, investigación y sanción de los casos de violencia contra las mujeres.

El gobierno de Colombia presenta información insuficiente sobre las instituciones para el acceso a la justicia. Indica que La ley 1257, de 2008, señala el derecho de las mujeres a servicios legales gratuitos, con el compromiso sobre la confidencialidad. Sin embargo la Ley 1257, dictada en el año de 2008, aún no se ha reglamentado, ni se ha diseñado el Plan Nacional que permitiría su aplicación en todo el país. 

No queda claro las medidas para que las mujeres rurales, indígenas y afrodescendientes tengan acceso a la justicia. El Informe Visita de 2011 señala que las políticas existentes son aún parciales; no se implementan de la misma manera en todas las regiones del país y son inexistentes en el ámbito rural. 

Tampoco contempla informaciones específicas sobre la acción de mecanismos para hacer efectivas las medidas de protección para las mujeres, sus familiares y/o testigos en los casos de violencia. Se presentan un conjunto de mecanismos y disposiciones legales, pero las informaciones sobre los servicios específicos no están listadas. De igual forma, el Informe presenta un conjunto de estudios, leyes y planes, pero no presenta elementos para evaluar la eficacia real de esas medidas. Este es un vacío a ser superado.

Las estadísticas no están sistematizadas en relación a la magnitud de las medidas de protección otorgadas a mujeres afectadas por violencia en el periodo de 2005-2010. El Informe Sombra de 2010 informa que “el 100%  de los 60 casos a los que la fiscales se refieren en su informe de gestión, continúan en la impunidad
. Específicamente en relación a la violencia contra las mujeres ejercida por los actores del conflicto armado, el Informe Sombra recuerda la Recomendación de la CIDH que en su Informe de Seguimiento observó que “persisten notables obstáculos para que las mujeres accedan a la justicia, así como deficiencias claves en la atención integral a las víctimas y protección efectiva ante las amenazas y la violencia ejercida por los actores del conflicto armado. Preocupa a la Comisión, la falta de recursos y las carencias en la capacidad de instituciones claves, como la Fiscalía General de la Nación, para actuar con la debida diligencia en la investigación de casos de violencia de género y sexual ocasionada por los actores del conflicto armado”
.

El Informe del Gobierno de Colombia reporta que el Instituto de Medicina Legal cuenta con guías y reglamentos en idioma oficial (español) para uso de los peritos del instituto, así como para el uso en el sector salud por los médicos oficiales o en servicio social obligatorio. Aún así, destaca un importante obstáculo para las mujeres “… debido a  la diversidad étnica de la población colombiana es imposible contar con una traducción oficial para cada uno de los pueblos indígenas de nuestra nación”. Ese Informe presenta importantes esfuerzos de Colombia para recolectar informaciones sobre las sentencias judiciales. El Observatorio de Asuntos de Género (OAG) presenta un marco jurisprudencial de la Corte Constitucional y Corte Suprema de Justicia en temas referentes a violencia. 

IV - Servicios Especializados

En relación a los servicios especializados, se informa sobre la existencia de centros de atención e investigación integral a víctimas de violencia sexual y violencia intrafamiliar- CAIVAS y CAVIF y, de forma genérica, sobre las instituciones miembras del Sistema Nacional de Bienestar Familiar. El Gobierno de Colombia informa que existen, desde 2006, 4 Hogares de Acogida y apoyo integral a mujeres y sus hijas e hijos menores de 14 años, cuya vida e integridad física está en riesgo por violencia intrafamiliar. Informa, también la existencia de líneas telefónicas gratuitas, que atiendan 24 horas a nivel nacional como la Línea Nacional Gratuita contra la Trata de Personas 018000 522020. A nivel local, la Secretaría Distrital de Salud de Bogotá ha dispuesto la Línea 106 de atención gratuita 24 horas. Bogotá cuenta con la línea 123 de emergencias, en la cual se atienden las llamadas de la ciudadanía y se redirigen a las autoridades competentes según el caso de denuncia. Es importante aclarar que ninguna de las líneas referidas es exclusiva para la atención de mujeres y niñas. 

Tampoco hay información sobre si ha aumentado los servicios específicos para las mujeres en los últimos años; no se informa sobre el número de esos servicios en Colombia ni sobre servicios específicos para las mujeres en el sistema de nacional. No existe información sobre su impacto en la prevención, sanción y empoderamiento de las mujeres. En documento anexo al Informe del Gobierno de Colombia, firmado con el Ilustre Colegio de Abogados de Madrid, se presenta como debilidades la falta de articulación y coordinación interinstitucional de las entidades encargadas de los servicios institucionales, la baja cobertura institucional frente a la gran necesidad de atención por parte de las víctimas, entre otras debilidades en relación a la oferta institucional frente a la violencia contra las mujeres
.

El Informe Sombra de 2010 reporta los principales hallazgos de la Encuesta Nacional de Demografía y Salud de Profamilia, para el año de 2005, de entre ellos la información de que “el 85 por ciento de las mujeres que han sido objeto de agresión física por parte del esposo o compañero, se quejó de secuelas físicas o psicológicas como consecuencia de la golpiza” y que “es verdaderamente preocupante que el 76 por ciento de las mujeres maltratadas físicamente no haya acudido a ninguna parte para denunciar la agresión de la que fue objeto”
. 
En relación a las campañas de difusión de estos servicios, el Informe de Colombia reporta que, a nivel local, la Subsecretaría de Mujer, Géneros y Diversidad Sexual del Distrito de Bogotá ha producido una Cartilla Pedagógica sobre la Ley 1257/2008 y la Cartilla de Derechos, las cuales se esperan publicar en el primer semestre de 2010. La difusión también ocurre a través de la participación en las Redes Locales del Buen Trato de las localidades de Bosa, Ciudad Bolívar, Engativá, Puente Aranda, Mártires, Suba, Sumapaz, Usme, Teusaquillo, Barrios Unidos, Chapinero, Rafael Uribe Uribe, San Cristóbal, Antonio Nariño, Tunjuelito y Fontibón. Además se realizarán sensibilizaciones sobre la Ley 1257 de 2008, jornadas interinstitucionales con estrategias para la inclusión del componente mujer y de la transversalidad de género. 

En relación a la realización de evaluaciones de los servicios, la información presentada por el Gobierno indica la existencia del Sistema Obligatorio de Garantía de calidad que contiene entre otros indicadores el de Satisfacción de Usuarios. Por otro lado, reconoce que las diferentes Secretarías que intervienen en la prestación de los servicios que se han mencionado (Distrito de Bogotá), no han hecho evaluaciones frente a los mismos y no las tienen contempladas. 

El Documento del Gobierno de Colombia - Plan Estratégico para la Defensa de los Derechos de la Mujer ante la Justicia en Colombia – también recomienda la elaboración de una encuesta que permita conocer y analizar los valores y el grado de sensibilización de los profesionales implicados en la asistencia y protección a las mujeres víctimas de violencia
. 
V – Presupuesto

El Gobierno de Colombia informa que la Consejería Presidencial para la Equidad de la Mujer – CPEM, dependencia de la Presidencia de la República, no maneja autonomía administrativa y financiera. En tanto a través de los años ha logrado financiar acciones para la prevención y erradicación de la violencia contra la mujer, mediante la obtención de recursos de diferentes fuentes que totalizan cerca de US$ 1,200,000.00 oriundo del sector privado, de la cooperación internacional y del Presupuesto General de la Nación (US$373.665,2). Es un monto pequeño si se tiene en cuenta las dimensiones y la complejidad de la violencia contra las mujeres en Colombia. 

Otros recursos destinados al Programa Integral contra Violencias Basadas en Género, realizado en conjunto entre las Agencias de Naciones Unidas - UNFPA, UNIFEM, OIM-  y el Gobierno Nacional, y  financiado por el Fondo de la Agencia Española de Cooperación Internacional para el Desarrollo para el periodo 2008-2011, cuenta con un monto US$7.200.000. Existen aportes de otros Ministerios para programas de educación sexual, derechos humanos y violencia, no específicos para las mujeres con un monto de cerca de US$1,800,000.00. También se informa sobre los programas/acciones adelantadas a nivel nacional por el Ministerio de la Protección Social; Fuerza Pública; Procuraduría General de la Nación; Defensoría del Pueblo; Fiscalía General de la Nación; Comisión Nacional de Género-Rama Judicial; entre otros que poseen presupuesto asignado para la prevención y erradicación de la VCM. 

No se presenta información sobre el porcentaje del presupuesto nacional asignado por año a comisarías de mujeres, fiscalías u otras entidades receptoras de denuncias, capacitación de funcionarios/as, servicios especializados, refugios y casas de acogida; línea de asistencia gratuita, asesoría jurídica gratuita, patrocinio jurídico gratuito y consejería psicológica gratuita, campañas de prevención de la violencia contra las mujeres y servicios de salud para las mujeres afectadas por la violencia a nivel nacional. 

VI - Información y Estadísticas

El gobierno de Colombia reporta que, durante el año 2009, el Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses publicó una investigación epidemiológica sobre la violencia contra la mujer en el periodo 2004 - 2008, cuyos resultados fueron publicados con el auspicio de UNIFEM en el libro MASATUGO "Mujer que recibe lo malo para dar lo bueno" y lanzado el jueves 8 de abril de 2010, en la ciudad de Bogotá, con la asistencia de Organismos Internacionales, Instituciones del orden Nacional, de la Sociedad Civil y Organizaciones de Mujeres. 

Los datos de esta investigación indican una ocurrencia muy alta de la violencia interpersonal contra las mujeres y alta ocurrencia de agresiones sexuales en el país, en especial de niñas y adolescentes menores de 18 años (84% de los casos). 

El Informe reporta que en Colombia “el gobierno realizó la investigación Barreras invisibles del registro de la violencia sexual en el conflicto armado colombiano”, cuyos principales hallazgos y conclusiones fueron publicados en la revista FORENSIS Datos para la Vida 2009, presentada como anexo al Informe. Esa investigación del Instituto Nacional de Medicina Legal y Forense – INMLF representa un significativo avance en la recolección de datos sobre violencia contra la mujer. Con esa preocupación, el Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses (INMLCF) en su página electrónica www.medicinalegal.gov.co, en el vínculo correspondiente a DRIP-Estadísticas presenta la información sobre muertes violentas y lesiones con un enfoque diferencial por sexo. 

También se reporta que la Fiscalía General de la Nación lleva registro de las investigaciones iniciadas. Respecto al área de salud, se reporta que el Ministerio de la Protección Social cuenta con los Sistemas de Información SISPRO- Sistema Integral de la Protección Social que cobija los diferentes componentes de información relevantes para la protección social de acuerdo a estándares internacionales y el SIVIGILA- Sistema de Vigilancia de Salud Pública que integra información referente a violencias y lesiones de causa externa, integra información referente a violencias y lesiones de causa externa, dentro de las cuales se encuentra violencia contra la mujer en su ciclo vital. Respecto a la Policía Nacional a través del Centro de Investigaciones Criminológicas, DIJIN se registra indicadores para medir la violencia de género. La Consejería para la Equidad de la Mujer, a través del Observatorio de Asuntos de Género, seleccionó varios indicadores referenciados por otras entidades, que visibilizan diferentes tipologías de violencia contra las mujeres para hacerle un seguimiento y monitoreo. El Informe reporta que el Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses cuenta con información publicada sobre las características sociodemográficas de las mujeres víctimas de violencia durante el periodo 2004 – 2008.  Por otro lado, considera que el concepto de femicidio presenta dificultades para su análisis desde el trabajo forense que desarrolla el INMLF, requiriendo contar con la información de la investigación judicial, para caracterizar adecuadamente los casos. 

No obstante, no se presentan informaciones sobre el impacto de estas investigaciones sobre los servicios de prevención de la violencia contra las mujeres. 

Las informaciones del Gobierno de Colombia indican que el trabajo institucional para el periodo 2009 - 2010 se articula con UNIFEM en el marco de la Estrategia Nacional para la Erradicación de todas las formas de violencia de género contra la mujer.

4 - Conclusiones

A través de las informaciones del Informe del Gobierno de Colombia se resaltan avances significativos observados en ese período, especialmente en el campo legislativo y de las sentencias de la Corte Constitucional de Justicia; en la producción de estudios e investigaciones; en esfuerzos para producción de datos estadísticos. La Ley de Violencia contra la Mujer, la Ley de Acoso Sexual y la ampliación judicial de los permisivos para el aborto legal pueden ser referencias para otros países. El gobierno de Colombia demuestra en su extenso Informe preocupación con la violencia contra las mujeres.

No obstante, el Informe del Gobierno de Colombia, los Informes Sombra y el Informe Visita de 2011 permiten observar la persistencia de obstáculos como la no aplicación o la interpretación no correcta de la Ley de violencia contra la mujer lo que posibilita conciliaciones y renuncia por parte de la mujer de sus derechos; la no aplicación de sentencias y de las Medidas Cautelares de la Corte Constitucional; la permanencia de altos niveles de violencia intrafamiliar contra las mujeres, así como la violencia cometida por miembros de las fuerzas públicas. Aún persiste la violencia contra las mujeres rurales e indígenas.  Además, las leyes y normas administrativas no contemplan el idioma de las poblaciones indígenas. 

Otro obstáculo de gran impacto está relacionado a la situación de conflicto armado existente en el país con graves consecuencias sobre las mujeres. La población desplazada aún no forma parte efectiva de los planes de gobierno. Según el Informe visita de 2011, las organizaciones de mujeres informan que para las mujeres que viven en zonas de conflicto armado existen además restricciones en su libertad ambulatoria.  

Asimismo, otros obstáculos que se presentan se refieren a la falta de autonomía administrativa y financiera del mecanismo de género - la Consejería Presidencial para la Equidad de la Mujer - CPEM; el presupuesto del Gobierno aún bajo para prevenir, punir y erradicar la violencia contra las mujeres en Colombia, la dificultad de acceso a la justicia. Además, como en muchos países de la región, Colombia presenta altos índices de pobreza y de baja remuneración, en especial para las mujeres, lo que afecta especialmente las mujeres en situación de violencia, aumentando las situaciones de vulnerabilidad social y familiar. 

En relación de los servicios existentes para atención a las mujeres víctimas de violencia no se presenta su magnitud y en gran parte están en la ciudad capital. Tampoco existe información sobre el impacto de esos servicios en la prevención, sanción de los agresores y atención a las mujeres.

5. Recomendaciones generales y específicas

5.1 Recomendaciones Generales

· Continuar los esfuerzos para una adecuada implementación de las recomendaciones del MESECVI al Estado Colombiano;

· Acelerar la sanción y puesta en práctica de la Ley de Violencia contra la mujer, en los espacios privado y público, con atención a las mujeres desplazadas, que garantiza los derechos de las mujeres a una vida libre de violencia (Art. 1º, 3º., 4º, 7º Convención de Belém do Pará - CVCM); 

· Tomar medidas urgentes para asegurar la debida diligencia en la investigación, sanción y erradicación de la violencia, así como la protección de las mujeres en riesgo; 

· Recomendar el fortalecimiento de la atención a las mujeres afectadas por el desplazamiento forzado, especialmente en áreas de frontera, a través de acuerdos binacionales con países de destino (Art. 7º y 8º i,  CVCM) CVCM);

· Recomendar que los acuerdos binacionales, a los que se hace referencia anteriormente, o un posible acuerdo de desmovilización respeten lo dispuesto por el Consejo de Seguridad en sus Resoluciones 1325, 1880 y 1888 respecto a la incorporación de las mujeres a los procesos de paz, así como aseguren justicia y reparaciones para las mujeres afectadas por la violencia (Art. 8º., i CVCM); 

· Garantizar la debida diligencia en la investigación, sanción y prevención de los casos de violencia contra las mujeres, incluso violencia sexual, derivada del conflicto armado (Art. 7º. CVCM);
· Acelerar, ejecutar y asegurar la aplicación de las sentencias de la Corte Constitucional de Justicia, incluso aquéllas relativas la violencia sexual, a la ampliación de los permisivos legales en caso de interrupción voluntaria del embarazo (Art. 7º. CVCM y las Medidas Cautelares dictadas por el Auto 092; asegurar y ejecutar el cumplimiento de Medidas Cautelares indicadas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos para la protección de las mujeres desplazadas forzadamente;
· Garantizar la reparación a las mujeres que sufren violencia en los espacios privado y público (Art. 7º, g, CVCM.);

· Avanzar en la capacitación de los militares y funcionarios de las fuerzas policiales, en especial en las áreas afectadas por el conflicto armado (Art. 7º y Art. 8º. CVCM); 

· Ampliar los mecanismos de acceso a la justicia y avanzar en el enfrentamiento de la violencia contra la mujer (Art. 7º. CVCM);

· Ampliar la autonomía de la CPEM Art. 8º, d CVCM);

5.1 Recomendaciones específicas
· Eliminar los mecanismos de conciliación en los casos de violencia contra las mujeres (Art. 7º, c, CVCM) ;

· Hacer un seguimiento periódico del número de investigaciones y de inculpaciones efectuadas por estos tipos de delitos comparado con el número de denuncias recibidas (Art. 8º h, CVCM);
· Garantizar servicios adecuados para la atención de las mujeres que sufren violencia y a cargo de personas especialmente formadas para atender a esa problemática (Art. 8º, d CVCM);

· Ampliar el presupuesto nacional para la implementación de la Ley de violencia contra la mujer y planes nacionales, y para la acciones de CPEM (Art. 7º, h CVCM) ;

· Continuar los esfuerzos para recabar estadísticas sobre violencia contra las mujeres (Art. 8º , h CVCM);

· Ampliar la participación de la sociedad civil, incluyendo las organizaciones de mujeres y ONGs feministas, en la definición de las políticas públicas para la plena implementación de la Convención de Belém do Pará (Art. 7º, h, CVCM);

· Eliminar las discriminaciones contra las lesbianas, bisexuales y transgénero garantizando sus derechos a una vida libre de violencia Art. 4º 5º 6º , 7º y 8º CVCM); 

· Presentar informaciones y datos sobre la situación de las mujeres desplazadas, indígenas y afrodescendientes (Art. 8º , h CVCM);

· Presentar datos para evaluar los impactos de las políticas públicas y la implementación de la Ley de Violencia contra la Mujer (Art. 8º , h CVCM);

· Presentar datos más concretos sobre los servicios existentes en todo el país con el resultado del impacto de esos servicios en la vida de las mujeres (Art. 8º , h CVCM);

· Crear líneas telefónicas especializadas para las mujeres que sufren violencia (Art. 8º d, CVCM);

· Divulgar en idioma indígena las leyes y planes nacionales sobre los derechos de las mujeres y los servicios existentes (Art. 8º, d, 7º  h CVCM).

OBSERVACIONES FINALES DEL GOBIERNO DE COLOMBIA 

AL INFORME FINAL DE PAÍS SOBRE LA IMPLEMENTACIÓN DE
LA CONVENCIÓN INTERAMERICANA PARA PREVENIR,
SANCIONAR Y ERRADICAR LA VIOLENCIA CONTRA LA MUJER,
“CONVENCIÓN DE BELÉM DO PARÁ”
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� Informe elaborado por CLADEM Colombia, con aportes de la Corporación Casa de la Mujer, ILSA, Comisión Colombiana de Juristas, Mesa de Trabajo Mujer y Conflicto Armado, presentado al Comité del Pacto de Derechos Civiles y Políticos en su 99ª. Sesión, julio de 2010. Ese Informe Sombra presenta  datos de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos – CIDH, 2009, disponible en: www.cidh.oas.org/annualrep/2009sp/cap.4Colo.09.sp. htm


� Informe presentado por Confluencia Nacional de Redes de Mujeres/REPEM/FUNDAC/LIMPAL, CLADEM Colombia y Corporación Colombia Diversas y Profamilia al 37o. Periodo de sesiones – 2007, del Comité CEDAW/ONU.


� Informe elaborado por Susana Chiarotti Boero, experta de CEVI en la oportunidad de la visita informal que se realizó por invitación de Casa de la Mujer y la Defensoría del Pueblo de Colombia.


� Informe anual de la CIDH. 2009, doc. OEA/Ser/L/V/II., doc. 51 rev. 1, 30 de diciembre de 2009, cap. IV, párr. 9, apud Informe Sombra, 2010.CLADEM. La cita corresponde a un resumen de la formulación completa (véase Ibíd., párr. 7) de uno de los “cinco criterios preestablecidos por la Comisión para identificar los Estados miembros de la OEA cuyas prácticas en materia de derechos humanos merecían atención especial”. Ibíd., párr. 2. El 15 de abril de 2009 la CIDH presentó y divulgó oficialmente su informe anual (disponible en: www.cidh.oas.org/annualrep/2009sp/cap.4Colo.09.sp. htm).


� Informe Sombra presentado al Comité de Derechos Humanos, que vigila el cumplimiento del Pacto de Derechos Civiles y Políticos en su 99ª. Sesión en julio de 2010, párr.4 y 5.


� Ley 1257/2008, in Por el Derecho de las Mujeres a una vida Libre de Violencia, Mesa de Género de la Cooperación Internacional en Colombia/Comisión para la Inclusión y Representación Política de las Mujeres, 2010, pág. 43.


� Informe Gobierno de Colombia, 2010, párr. 2.


� Corte Constitucional, Sentencias T- 988 de 2007; T-209 de 2007; T-946 de 2008; T-388 de 2009. Informe del gobierno de Colombia, 2010, párr. 14.


� Informe del gobierno de Colombia, 2010.


� Ídem.


� A ese respecto, Observatorio de Asunto de Género,  -OAG, octubre-noviembre de 2009.


� Informe Sombra elaborado por CLADEM Colombia, con aportes de la Corporación Casa de la Mujer, ILSA, Comisión Colombiana de Juristas, Mesa de Trabajo Mujer y Conflicto Armado, presentado al Comité del Pacto de Derechos Civiles y Políticos en su 99ª. Sesión en julio de 2010


� Observatorio de Asunto de Género,  -OAG, octubre-noviembre de 2009, párr. 5.


� Informe Sombra, 2010, pág. 2 y 3. 


� INMLCF, Forensis, 2006, págs. 43 y 44; Forensis, 2007, págs. 21 y 25; Forensis, 2008, págs. 30 y 33; y Forensis, 2009, párr. 31 y 35, apud Informe Sombra 2010. 


� Informe Sombra, 2010, párr.5.


� � Informe Sombra, 2010, párr. 5.


� Informe Sombra, 2010, pag. 3, 4 y5. Fuente: Secretaría de Gobierno, Sistema de Información para la Seguridad y la Convivencia (SISC), Policía Nacional (CIC), INMLCF, URI y CTI.


� Informe Sombra, 2010, parr. 3, 4 y 5. Fuente INMLCF, Forensis, 2009, párr. 20 a 29.


� Ídem, párr. 4.


� Ídem, párr. 4.
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